Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos) 


SEÑOR SIENRA.- Quiero contar lo que nos pasó junto con compañeros de la Intendencia Municipal de Maldonado cuando tuvimos 
que leer y estudiar el proyecto de ley presentado por la DINOT. Se nos hizo muy difícil, en primer lugar, hacer una crítica y ver con 
claridad cuáles eran los puntos, los aspectos o los temas que nos sonaban mal. No nos dábamos cuenta de qué manera teníamos 
que arreglarlos hasta que llegamos a la conclusión de que se trataba de un problema general. Es decir que, si bien hay muchos 
ítems y planteos que son compartibles o mejorables si se arregla su redacción, nos dimos cuenta de que, en el fondo, existía un 
problema de concepto y de estructura. 


Entonces, eso nos llevó a la necesidad de efectuar un planteo que difiere -no en forma total, pero sí contiene diferencias bastante 
notorias- con el de la DINOT. Personalmente, creo que ese es el camino por el cual se puede llegar a resolver el tema. Digo esto, 
porque no tiene sentido arreglar la redacción artículo por artículo, dado que no existe una solución porque la estructura es 
equivocada. Tanto es así que, por ejemplo, no prevé financiación para los planes. Si bien es verdad que el Presupuesto Nacional 
prevé un fondo -no sé exactamente el monto, pero tengo conocimiento de que la DINOT cuenta con un fondo para financiar planes- 
debo decir que si el país entero se va a dedicar a realizar planes de ordenamiento territorial, tanto a nivel nacional como 
departamental, eso tendría un costo que no está previsto y que debe estarlo. 


Tampoco se establecen plazos. Si nosotros tenemos interés en que, realmente, la disciplina se desarrolle porque entendemos que 
se trata de una herramienta necesaria para mejorar la calidad de vida de la gente, entonces pensamos que deben fijarse plazos. 


Por otro lado, nos parecía que existen algunos problemas hasta de orden constitucional, por ejemplo cuando se trasladan a la 
Junta Departamental y al Intendente tareas administrativas que la Constitución le asigna al Intendente o, también, cuando se 
reiteran aspectos que representan principios básicos de cualquier estructura legal. Considero que si un planteo se ajusta a las 
normas, tiene que ser aprobado; no existe ninguna estructura legal administrativa que habilite al jerarca a decir que no, si el 
proyecto se ajusta a las normas. Hay todo un capítulo que se refiere a estos temas. Entonces, ¿para qué está en la ley? Para 
molestar, para confundir y para incluir más artículos. 


Además, ¿por qué tenemos que repetir lo que la Constitución ya establece? Me refiero al caso de que si el Estado no resuelve en 
150 días, el proyecto queda rechazado. Reitero, si esto ya está en la Constitución, ¿por qué lo vamos a incluir en la ley? No se 
puede repetir en cada norma todo lo que ya está establecido en el marco jurídico. Aclaro que estoy comentando un tema en el cual 
no soy especialista, pero aun así me doy cuenta de ello. 


Entonces, este tipo de problemas demuestra una especie de -no sé cómo llamarlo- totalitarismo o extremismo absoluto que se 
observa, por ejemplo, cuando se plantea que en la faja de protección de costas no se puede hacer nada. Digo esto, porque todo el 
mundo sabe que se van a hacer muchísimas cosas en esas zonas -por ejemplo, puertos, accesos a la playa, pesqueros, 
paradores, baños, paseos, etcétera- y, por lo tanto, no se puede aprobar una ley que diga que no se va a hacer nada. 


Estos motivos fueron los que nos llevaron a elaborar una propuesta diferente. Simplemente, pensamos en mejorar las definiciones 
y por eso el primer capítulo, que en el anteproyecto de ley de la DINOT incluye los artículos 1% y 2%, a nosotros nos insumió 4 
disposiciones, porque nos pareció que así quedaba más ordenado. Por supuesto que las definiciones pueden estar equivocadas, 
pero creemos que por ahí pasa el camino. 


El otro punto importante es que nos preguntamos qué es lo que va a hacer el país. En todas partes del mundo, cuando se habla de 
ordenamiento territorial, la ley crea, en primer lugar, un sistema de planificación. Ese sistema, en el Uruguay, tiene dos actores 
fundamentales a nivel del Estado, que son el Gobierno Nacional y los gobiernos departamentales. Entonces, nos pareció que lo 
lógico era ver cuáles eran las obligaciones de cada uno de esos dos poderes -que se incluyen en los artículos siguientes- y 
establecer qué instrumentos van a usar para dar cumplimiento a dichas obligaciones en el ámbito de la planificación territorial, ya 
que de esto se trata. 


Aquí no vamos a hacer planes estratégicos de desarrollo que incluyan políticas económicas, tributarias, de salud o sociales. Esos 
son datos que va a tener el planificador físico, y algunos de ellos, aunque parezca mentira, no son tan relevantes como mucha 
gente cree. Al respecto, voy a poner un ejemplo sesgado en mi profesión. Cuando un cliente me solicita que le construya una casa, 
le pregunto una cantidad de cosas y hago un proyecto que contemple las necesidades de la familia, pero no consulto sobre sus 
planes económicos, su trabajo o qué van a estudiar sus hijos, porque ese es un problema de la familia. Entonces, cuando hablamos 
de planificación física y para los departamentos, se trata de lo mismo. Nosotros tenemos que ver cómo se va a usar el territorio y 
crear las infraestructuras físicas para que se pueda desarrollar allí la vida lo mejor posible. 


Con respecto a los planes que se necesitan, entendemos que se debe crear uno -con el nombre que se desee ponerle, porque eso 
no hace a la cosa- a nivel nacional. El mismo debe ser estructural y no puede entrar en detalles. En cuanto a los planes a nivel 
departamental, definimos dos tipos: los de ordenamiento territorial y los urbanísticos. En este caso, también debo decir que el 
nombre no hace a la cosa y lo que importa son los contenidos de las propuestas. Los proyectos a nivel departamental se pueden 
clasificar en distintas escalas. Pueden referir a todo un departamento, a un centro poblado o a una zona, según las necesidades. 


Luego, nos pareció muy importante lo relativo a la solución de controversias, que siempre se van a plantear en todos los niveles. 


Otro factor a subrayar es que cuando se hace el ordenamiento territorial y el planeamiento físico, se crean diferencias y en muchos 
casos se privilegia en una forma exponencial a algunos sectores de la ciudad, donde las propiedades pasan a tener valores 
gigantescos con relación al resto de la ciudad, y a lo que antes valía. Un ejemplo que conozco muy bien es el de Punta del Este, 
donde en la década del 70 se cambió la ordenanza y se permitió construir en altura en la Avenida Roosevelt. Conozco una persona 


que tenía una casa que valía U$S 30.000 y le pagaron U$S 1:000.000. Eso no se debió a que era el propietario de esa casa, sino a 
la ubicación en la Avenida Roosevelt, donde estaban dadas las condiciones para hacer una torre. Pienso que ese dinero tiene que 
ser compartido con la sociedad, que es la que hace el plan que permite esa valorización extraordinaria del terreno. A esos efectos, 
creamos un par de impuestos, e incluso yo he sido autor de una propuesta de tasa urbanística para el Departamento de 
Maldonado, que luego fue solicitada por otros. En el caso de Montevideo, también tiene algunos mecanismos para ciertas áreas. 
En este sentido, pienso que se fuerza mucho el Derecho si no creamos este tipo de afectaciones por ley, si bien en algunos casos 
es posible crear mecanismos a nivel municipal. Entonces, estimo que es necesario crear algún mecanismo -puede ser este o algún 
otro- para cobrar el valor agregado que genera el plan, lo que debe estar incluido como instrumento de esta materia y de justicia 
social. 


Con respecto al proyecto de la DINOT, tengo algunas propuestas que son absolutamente revisables. En este sentido, creo que no 
es necesario especificar algo con relación al tema de las expropiaciones, porque ya existe la ley correspondiente donde figuran 
prácticamente todas las causas por las cuales hay necesidad o utilidad pública de instrumentar cualquier tipo de plan. Quizás estas 
se podrán revisar, pero me parece que no es necesario hacerlo. Además, el Gobierno Nacional y los gobiernos departamentales, 
cuando necesitan tierras para hacer algo, las expropian o las compran porque es un mecanismo mucho más rápido. Desde ese 
punto de vista, pensamos que se puede eliminar todo lo que se refiere a las expropiaciones. 


Al crear estos impuestos, estamos elaborando un mecanismo que puede compensar los valores disminuidos de determinadas 
zonas de la ciudad. Si permitimos vender derechos de edificación, eso lo pueden comprar quienes tienen posibilidades de acuerdo 
al plan. Como verán, hemos encarado el Capítulo de Compensaciones de una forma diferente, más provechosa -desde mi punto de 
vista- para la gestión y más justa para la sociedad. 


Por otra parte, creo que no se puede plantear la necesidad de realizar determinada cosa si no se prevé la financiación 
correspondiente. Pienso que eso es causa de muchísimos fracasos en todas partes del mundo y también en el Uruguay y provoca 
que las cosas se hagan muy mal. 


Un caso típico es que en el Uruguay cada vez que la Comisión Nacional de Patrimonio declara a un edificio como patrimonio 
nacional, el mismo termina en ruinas porque no se dan los fondos adecuados para su preservación. En otras ocasiones, es el 
tiempo quien gana con la demolición antes de que llegue la declaración. Para hacer las cosas, el mundo requiere dinero y si vamos 
a exigir que algo se lleve adelante, debemos prever una norma de este tipo. Es así que nosotros pensamos en tres fuentes de 
recursos. Una de ellas la constituyen los impuestos que creamos. A su vez, entendemos que el Estado, a través del Gobierno 
Nacional y los departamentales tienen que prever en sus presupuestos dinero para esto. Por último, pensamos en el mecanismo de 
distribución del dinero del Estado en los departamentos, que si bien no detallamos, damos como criterio que aquellos 
departamentos más pobres proporcionalmente reciban mayores recursos que los más ricos, lo que parece de elemental justicia. 


Por otro lado, consideramos que hay que establecer plazos porque al fin y al cabo, hoy día, tanto a nivel nacional como 
departamental, se pueden hacer planes de ordenamiento territorial de lo que uno quiera sin ningún problema; podrán existir 
algunos conflictos, pero planes se pueden hacer, y si no se llevan a cabo es porque no hay plazos ni demanda de la sociedad. Esas 
sociedades que han exigido o visto necesario la existencia de planes, los han tenido. Entonces, si vamos a establecer la obligación, 
además de dar dinero hay que establecer plazos. 


La última parte que nos parece fundamental tiene que ver con la fijación de incentivos y sanciones. Aquel que se apura y hace las 
cosas rápidamente debe recibir alguna ventaja respecto al que espera al último minuto del plazo que le otorga la ley. A su vez, 
quien no cumpla debe ser sancionado. 


Ese es el esquema general y en las propuestas que hacemos nos parece que recogemos todo lo compartible del proyecto de la 
DINOT. No sé si será con el esquema que planteamos o con otro, pero creo que la única forma de salir del estancamiento que 
durante dos años ha tenido esta iniciativa en el Senado, es de esta forma. 


SEÑORA PEREIRA.- Acerca de lo que ha dicho el arquitecto Sienra, me pregunto qué haremos de aquí en más; ¿tratamos los 
temas o seguimos con este proyecto de ley? Personalmente soy partidaria de abordar los temas por separado y la forma que le 
vayamos a dar, la veremos sobre la marcha. Por ejemplo, tal como hicimos con el tema objeto, ahora podemos analizar lo que 
refiere a los instrumentos o planes en general. Me parece que no es conveniente estar tan pegados a la base del proyecto de ley 
del Ministerio, y si bien estamos cuestionando todo, no me parece que sea un error. 


SEÑOR BERRUTTI.- Esta Comisión había quedado en analizar en forma puntual el tema de los instrumentos. Por consiguiente, 
salvo que se desee cambiar el rumbo, habría que tratar ese aspecto. 


SEÑORA PEREIRA.- La vez pasada habíamos dicho que la gran mayoría de las cosas que estipulaba el proyecto de ley más que 
nada tenían que ver con antecedentes. Realmente, me preocupa saber cuál será la dinámica de ahora en más. 


SEÑOR BERRUTTI.- Mirando la historia de las reuniones anteriores, reitero que se había decidido por parte de todos ustedes, los 
asesores, tratar lo relativo a los instrumentos. Obviamente, ello no implica que deba ser algo rígido y no pueda cambiarse. Quizás, 
podría hacerse un punteo por cada uno de los equipos integrados para determinar qué rumbo se va a tomar. 


Qué posición adoptaría el ITU -luego le preguntaré a Crespi y a Gilmet cuál es su opinión- haciendo un punteo a cada delegación 
asesora para el seguimiento de este estudio. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Creo que ya en reuniones pasadas hicimos un punteo -que no necesariamente tiene que ser el correcto- 
al respecto y el transcurrir del tiempo, de alguna manera, nos va reafirmando esa posición. 


Aquí es fundamental definir y respetar una metodología en el proceso de discusión y evaluación que estamos llevando adelante. 
Los cambios en dicha metodología en el transcurrir del estudio pienso que, sin que sean decididos expresamente, hacen ruido en el 
proceso y dificultan la claridad de los planteos a los que podemos arribar como grupo. Tal como señalábamos anteriormente, 
estamos analizando una materia extremadamente compleja, novedosa desde el punto de vista legislativo, aunque no lo es desde la 
óptica académica y técnica, ni de la de las prácticas de muchos entes públicos y privados. Estamos en una situación compleja, 


además, porque esto se da en un cuadro en el cual ya existe un conjunto de normativas que han definido parte de las materias que 
hacen al ordenamiento. Esto significa que no partimos de cero y, por lo tanto, nos parecía sensato -y seguimos pensando lo mismo- 
coincidiendo con lo que decía la doctora Pereyra, partir de la base de una metodología y aclarar de qué hablamos cuando 
mencionamos la ordenación del territorio. El propio repartido que nos entregó la Secretaría, independientemente de que no incluya 
la opinión del ITU, muestra que hay una riqueza de elaboración colectiva en cuanto a aproximarnos a un concepto. 


Un segundo punto tiene que ver con las tres preguntas: el "que", el "cómo" y el "quiénes", que habíamos planteado y que en 
definitiva son los puntos centrales. En nuestra humilde opinión, si no respondemos esas tres preguntas, muy poco vamos a poder 
avanzar después. Si no concordamos -lo que no quiere decir que haya unanimidad- y explicitamos las distintas opiniones -que las 
va a haber y es bueno que las haya- sobre la materia de ordenación, así como no definimos las competencias -que es un tema que 
quedó sin concluir porque resolvimos que era mejor dejarlo así porque no había claridad al respecto y sobre el que volveremos al 
tratar los instrumentos- entonces sí podemos abocarnos a esa discusión. Pero me parece que metodológicamente, con todo 
respeto, no es adecuado encarar el desarrollo del tema -entendiendo por método a la sucesión ordenada de espacios a cumplir 
para llegar a algo- cambiando continuamente, lo que genera ruido y estas dificultades porque no permite ubicarnos en qué 
momento de la elaboración estamos. 


Finalmente, reiteramos la necesidad de definir los instrumentos -lo que habíamos comenzado en la sesión anterior, momento en el 
que planteamos tres instancias de plan, etcétera- lo que naturalmente nos va a hacer volver a las competencias, pero sin estar 
atado a ningún tipo de estructura. Ya manifestaron varios señores Senadores -aclaro que no estuve en esa reunión- que no nos 
están pidiendo el abordaje de la parte legal. 


En consecuencia, insisto en que terminemos con el tema de los instrumentos aclarando cuáles son los niveles de planificación que 
nos parecen adecuados, redactemos las opiniones que puedan surgir y luego, con esas cuatro cosas definidas -el concepto de 
ordenamiento, el "qué", el "cómo" y el "quiénes"- pensemos en cuál sería la macro estructura del proyecto de ley. Esto significa 
delinear los grandes capítulos que debería incluir esa iniciativa. Ya en la sesión anterior nos aventuramos a señalar que ese 
proyecto tendría que ser simple y bastante flexible, dada la complejidad y la novedad del tema desde el punto de vista jurídico. 
Además, esas características nos permitirían ir haciendo camino al andar e introducir modificaciones, ya que las cosas muy 
detalladas son difíciles de modificar. No debemos pretender saldar discusiones que están en la esencia de nuestra sociedad, más 
en un ámbito técnico como este. Nosotros cumplimos funciones estrictamente técnicas. Me refiero, por ejemplo, al tema de las 
competencias nacionales y departamentales, sobre el que no creo que acá podamos solucionar absolutamente nada. Entonces, 
dejemos expresadas esas cuestiones y avancemos en nuestro trabajo. 


En consecuencia, una vez contestadas las preguntas, digamos cuál es el cuerpo del articulado y su contenido en capítulos para 
luego pasar al ejercicio de incluir en cada capítulo las opiniones a las que hemos arribado. Si después tenemos capacidad - 
nosotros no la tenemos- de darle a eso una redacción jurídica, me parece bienvenido que se haga, pero no creo que sea lo 
fundamental en este momento. 


SEÑORA CRESPI.- Estoy bastante de acuerdo con lo que manifestó el señor Chabalgoity en el sentido de delinear los capítulos 
que debe tener esta ley. Hemos discutido bastante sobre los conceptos de ordenación del territorio y creo que sobre ese punto 
habíamos llegado a una conclusión bastante concreta luego de un año de estudio. Me pareció buena la metodología que encontré 
que se estaba siguiendo cuando me incorporé a este análisis que consistía en preguntarse cuál era la materia, de quién eran las 
competencias y qué instrumentos íbamos a utilizar. En la sesión anterior, cuando comenzamos a estudiar los instrumentos y a leer 
los artículos correspondientes, me vino nuevamente la idea de lo que deberían ser las competencias. Quiere decir que, 
evidentemente, hay una relación entre esos temas y cada vez que abordemos uno de los capítulos que la ley tendría que explicitar, 
vamos a volver a discutirlos. 


Me quedó claro de la reunión que mantuvimos con los señores Senadores que nosotros no teníamos como misión redactar la ley 
ya que eso es materia de ellos. En este asunto también hay competencias y es evidente que no somos nosotros los que les vamos 
a dar la forma a la ley, sino que debemos proporcionar cuanto antes los conceptos para que ellos puedan hacer esa redacción. 


Si bien siempre señalé que me gustaría discutir artículo por artículo -porque es una manera de aproximarnos al tema- en este 
momento me inclino por estudiar la temática en una forma más conceptual. 


SEÑOR GILMET.- Nuevamente en el seno de este grupo de trabajo, de esta Comisión Asesora, se plantea el tema metodológico. 
Escuchaba atentamente la intervención del arquitecto Sienra y creo que muchos compartirán que él realiza aportes, tal como 
habíamos leído en el proyecto alternativo. Si leemos el artículo 26 relativo a las compensaciones del Mensaje y proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo, podemos advertir que la norma es muy magra. Allí se dice que todos los planes de ordenamiento y desarrollo 
territorial previstos en la presente ley deberán prever mecanismos de compensación de las desiguales atribuciones de beneficios y 
cargas que eventualmente generaren. Por lo expuesto, evidentemente, la idea no está desarrollada ya que la norma es muy magra 
y escueta. El arquitecto Sienra desarrollaba el artículo y el mismo así aparece en la alternativa. 


Sin embargo, me parece que concluir el análisis del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo tiene sus virtudes ya que se 
trata de una tarea iniciada que parecería conveniente concluirla. Es más; ante la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
de la Cámara de Senadores, a la que estamos asesorando, nos hemos comprometido a brindar informes. En la última reunión 
conjunta nos comprometimos a brindar un informe del primer bloque, es decir, aquel que da respuesta a lo que se ha dado en 
llamar el concepto de la materia. Allí se planteó que para brindar ese informe -o esos informes, puesto que hay matices y 
diferencias- del que ya tenemos elementos, era importante concluir con los otros grandes temas e interrogantes. Por eso, a pesar 
de no haber terminado con el análisis de las competencias, pasamos a estudiar los instrumentos. Pensamos que el análisis de 
estos últimos nos iba a llevar a plantear modificaciones a la propuesta de la primera parte o bloque. 


Por tanto, me inclino a continuar con el análisis del Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo, que es el que ha dado origen a 
esta Comisión. Quizás allí haya un matiz con quienes me precedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que también veo 
virtudes en lo que tiene que ver con el análisis del articulado, puesto que verdaderamente cuando penetramos en la lectura del 
texto del proyecto de ley es cuando aparecen las dudas o, tal vez, los matices y las diferencias. Luego, podemos pasar a conceptos 
más generales pero, claro está, teniendo en cuenta el texto concreto. Por mi parte, allí es donde he descubierto los mayores 
aportes que se han realizado en el seno de esta Comisión. 


SEÑOR MACHADO..- En primer lugar, quiero aclarar que voy a dar una opinión personal sobre el tema. 


En segundo término, entiendo que si el trabajo de la Comisión se ha venido desarrollando en base al proyecto de ley, y 
reconociendo además que puede existir identificación de los grandes temas con respecto a los que se pueden proponer variantes, 
parecería coherente con la dinámica que ha tenido esta Comisión, mantener el análisis del articulado. 


Como decía el arquitecto Gilmet, en la propuesta de la Intendencia Municipal de Maldonado existe un desarrollo que, en su 
momento, puede ser analizado en detalle, por ejemplo, sobre el tema de las compensaciones, que no figuraba en la otra iniciativa. 
La Policía territorial, que es el tema identificable en el proyecto del Poder Ejecutivo, está planteada en términos de sanciones y, 
seguramente por la complejidad o por el tiempo, o por ambas cosas, en el proyecto de ley de Maldonado se planteó a nivel 
exclusivamente programático. Quiere decir que existe la posibilidad de ir incluyendo los temas en la medida en que se avance en el 
análisis del proyecto de ley. De hecho, como aporte, cuando se hable de la Policía territorial, de las sanciones, o como se rotule al 
tema, la Intendencia Municipal de Montevideo, en su momento, planteará algunas inquietudes porque, por decirlo de alguna 
manera, se ha sufrido por la carencia de los textos en materia del ejercicio en los poderes de Policía de la edificación. 


De manera que sintéticamente diría que me adhiero a mantener la dinámica que había tenido la Comisión hasta el momento. 
SEÑOR BERRUTTI.- Entonces, ¿se adhiere a estudiar el articulado o los distintos temas? 


SEÑOR MACHADO..- Estoy de acuerdo con algunos de los compañeros de la Comisión que plantearon que algunos de los señores 
Senadores, al comenzar este año, nos pidieron que manifestemos puntos de vista técnicos sobre el tema. Creo que no hay que 
renunciar de antemano a proponer algún texto, claro está, no con el interés de marcarle una línea a los señores Legisladores -que 
son quienes redactan las normas- pero sí con la idea de hacer un aporte. Por ejemplo, se me ocurre citar el caso del artículo 17 del 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo relativo a las competencias. Digo esto sin perjuicio de que, como dice la arquitecta Crespi, se 
pueda replantear el cambio de ideas o la polémica. Sólo para dar un ejemplo quisiera decir que el artículo 17 señala: "Dentro de los 
límites de cada departamento, el gobierno departamental, elaborará y aprobará el Plan de Ordenamiento y Desarrollo Territorial 
Departamental..." Parecería adecuado a la competencia que se pueda entender como materia municipal, sin embargo, se ha dicho 
reiteradas veces en la Comisión que la última reforma constitucional estableció la probabilidad de trabajo conjunto de más de un 
departamento. Entonces, quizás, con un pequeño agregado, ese artículo podría llegar a ser más coherente con respecto al texto 
constitucional. 


Con esto termino. Pienso que es cierto que, quizás, el criterio general sean los temas, pero debemos analizarlos sin renunciar de 
antemano a la posibilidad de plantear textos. 


SEÑOR BERRUTTI.- Mi consulta apunta a saber que metodología seguirán ustedes los asesores.. 
SEÑOR MACHADO..- En realidad, había pensado en plantear el tema de no renunciar a redactar. 
SEÑOR BERRUTTI.- Entonces, usted habla de estudiar los temas con incursión en el articulado. 


SEÑORA PEREIRA.- Señor Machado: me parece que la renuncia no era a redactar; el tema era si elegíamos una metodología de 
acá hacia el futuro, estudiando artículo por artículo o, como veníamos haciendo hasta ahora, analizando los temas generales, 
comparándolos con los artículos. 


SEÑOR BERRUTTI.- El señor Machado se afilió a estudiar los temas. 
SEÑORA PEREIRA.- Entonces, usted se afilió a los temas; pero la renuncia a las propuestas y al articulado nunca la... 
(Dialogados) 


SEÑOR MACHADO.- La idea central era, basándonos en el articulado, hablar de temas y, de pronto -como en este caso y en algún 
otro- se puede proponer un texto. 


SEÑORA PEREIRA.- ¿Basándonos en el articulado o en los temas con relación a algunos artículos? 


Entonces, podemos hacer como dice Chabalgoity, que es lo que estábamos haciendo en un principio, es decir, hasta hace tres o 
cuatro sesiones, cuando decidimos comenzar por los artículos porque es lo que se había votado. Ahora nos estamos 
recuestionando todo y estaríamos volviendo a los temas pendientes como, por ejemplo, el de los instrumentos. Sí, los analizamos 
con los artículos, pero podríamos no estar tan ligados a la norma, sino al tema en general. 


SEÑORA CRESPI.- El señor Machado estaba diciendo lo mismo. 
SEÑOR MACHADO.- Quizás sentimos las mismas cosas, pero lo expresamos diferente. 
SEÑOR BERRUTTI.- De manera que se afilia a los temas sin renunciar incursionar en determinados artículos. 


SEÑOR LESSA.- Soy partidario de seguir analizando artículo por artículo, por las siguientes razones. En primer lugar, por la razón 
del artillero: la Comisión del Senado nos pidió que estudiáramos este proyecto de ley, no que planteáramos uno sustitutivo. En 
segundo término, las objeciones que podamos tener con respecto al ordenamiento general van apareciendo a medida que se 
consideren los artículos. De modo que los dos aspectos de la tarea que tenemos no son incompatibles. Al ir analizando cada una 
de las disposiciones, irán apareciendo las objeciones, incluso, las de orden general que serán planteadas en su momento y luego 
llegarán a la Comisión del Senado directamente o a través de los artículos. 


Por ese motivo, reitero, soy partidario de analizar artículo por artículo e ir recogiendo las sugerencias de sus modificaciones, a fin 
de que el proyecto adopte otra estructura, pero sin proponer normas sustitutivas. Sí estoy de acuerdo en introducir las objeciones 
necesarias de orden general que correspondan en cada caso, es decir, cuando nos parezca que las disposiciones lesionan una 
estructura más lógica. 


SEÑORA PEREIRA.- Soy partidaria de analizar la materia para ver las premisas y, sobre la base de eso, ir estudiando los artículos, 
pero no solamente los del proyecto de ley, sino los que se vayan sugiriendo. Es cierto que la Comisión nos pidió el estudio de este 
proyecto de ley, pero no comparto la posición del señor Lessa. Pienso que nosotros también podemos proponer proyectos 
alternativos. Además, en la medida que variemos un artículo, estaremos elaborando un proyecto nuevo sobre la base del anterior. 
El proponer continuamente cosas nuevas es lo que va a enriquecer a este proyecto. 


SEÑOR BERRUTTI.- La posición del señor Sienra está implícita en la de Machado. Tengo que considerar los organismos que son 
representantes globalmente. 


De manera que quienes se pronunciaron a favor del análisis de los temas en general en primera instancia fueron: Crespi; el ITU; 
Machado por el Congreso; los asesores del señor Senador de Boismenu y, si no recuerdo mal, los señores Gilmet y Lessa, se 
inclinaron por el análisis del articulado. 


SEÑOR GILMET.- En ese sentido, hemos sido flexibles. Si me hubiera inclinado por el estudio del articulado a rajatabla, no nos 
hubiéramos salteado algunas disposiciones, tal como lo hicimos cuando pasamos a tratar el tema de los instrumentos. 


SEÑOR BERRUTTI.- Consulto cómo se va a continuar estudiando este proyecto de ley, es decir, si se van a estudiar los artículos 
individualmente o los temas generales o analizando alguna disposición puntualmente, si se considera necesario. Corresponde 
definir un camino u otro. Creí que el señor Gilmet había estado a favor del estudio del articulado. 


SEÑOR GILMET.- No; pensé que hubiéramos llegado a un acuerdo cuando se discutieron los instrumentos. En ese momento nos 
alejamos de la discusión a rajatabla de los artículos; incluso, salteamos algunos de ellos. Quizás el matiz esté en centrar la 
discusión en la lectura crítica de disposiciones concretas. 


SEÑOR BERRUTTI.- Entonces, no hay ninguna duda: se va a continuar con el análisis de los temas en general y, cuando 
corresponda, se harán propuestas puntuales y concretas en artículos en particular. Esto es lo decidido por ustedes los asesores, en 
amplia mayoría. 


SEÑOR SIENRA.- Si me permiten, voy a comentar el programa general de ordenamiento territorial que comprende los artículos 12 
a 16. 


Me parece importante dejar a un lado los nombres y centrarnos en los contenidos. En ese sentido, voy a plantear lo siguiente. De 
acuerdo a mi experiencia, cuando uno elabora un plan de ordenamiento territorial, para que el instrumento sea ejecutivo es 
necesario comenzar con la síntesis de la propuesta, tal como lo hemos hecho nosotros. De esa manera, toda la gente involucrada 
puede actuar teniendo en cuenta la propuesta y la documentación informativa y demás, como anexo. Este es un concepto 
operativo, práctico y realista. Si a quien deberá encargarse de la parte vial, de puertos o de infraestructura sanitaria, le entregamos 
un montón de libros, después, no los va a leer y terminará haciendo su propio plan sectorial o esquema de trabajo. 


Desde ese punto de vista y teniendo en cuenta lo que se ha hecho en materia de ordenamiento territorial nacional, creo que lo que 
corresponde es hacer grandes lineamientos, o sea, trabajar en los sistemas estructurantes del territorio y las grandes instalaciones, 
es decir, rutas, puertos, aeropuertos o ciudades. A mi juicio, este es el gran contenido del trabajo relacionado con la planificación 
territorial directa del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Además, creo 
que promover la actividad y el desarrollo técnico son parte del ordenamiento territorial. 


Con respecto a este instrumento en particular -después discutiremos el nombre- creo que lo que debe contener el plan es, 
precisamente, lo que no está dicho. Al final de la sesión pasada, intercambiamos algunas opiniones respecto a la lectura del 
numeral 2* del artículo 14, relativo a las estrategias de desarrollo y ordenamiento territorial. Pienso que esto no es el plan que 
deberá llevar a la práctica el Ministerio. Creo que esto es información, no sólo porque me pareció así cuando lo leí -siempre creo, 
en primera instancia, en la interpretación literal- sino porque advertí que la mayor parte de las cosas que aquí se mencionan -y que 
son incompletas, porque no se hace referencia a la salud ni al transporte- no son responsabilidad de la DINOT ni del Ministerio, 
como por ejemplo, lo relacionado con las políticas de desarrollo regional. No me importa lo que diga la exposición de motivos, 
donde se cita al Reino Unido en una cosa que no tiene, sino lo que aquí se expresa. Las políticas de desarrollo regional no son 
parte de las propuestas de un plan de ordenamiento territorial. 


Todas esas pueden ser políticas del Poder Ejecutivo en su conjunto, y lo mismo sucede con las políticas de descentralización, con 
las políticas de desarrollo local. Al fin y al cabo, de toda esta lista lo único que es responsabilidad del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente son las políticas nacionales de desarrollo urbano y de vivienda, y la política nacional de 
medio ambiente. Los planes de ordenamiento territorial ayudan a preservar el medio ambiente en lo que se refiere al uso y a la 
modificación, pero no son los que plantean las políticas medioambientales. 


Entonces, pienso que también todo este capítulo es información y que la propuesta está escrita en una forma que, diría, no 
comparto ni las letras. Aquí se habla de "modelo territorial", que es una barbaridad. El uso del territorio es una forma en continua 
evolución, y no puede ajustarse a un modelo que, según el diccionario, es algo que ya pasó. También se hace mención a 
"delimitando" -fíijense qué es lo que interesa- "diferentes zonas, redes, polos y ejes de desarrollo territorial". Aquí no estamos 
hablando justamente de lo que importa, que es la estructura fundamental, y lo tenemos que decir. Hacemos una propuesta que 
puede ser o no equivocada; pero el tema es que hay que plantear una propuesta respecto al contenido. Debemos tener los grandes 
esquemas de centralidad, porque en el uso del territorio la centralidad es clave y, por lo tanto, eso tiene que estar reflejado en 
cualquier plan de ordenamiento territorial. Y también las redes generales del transporte, que incluyen todo y no sólo las carreteras, 
las aerovías, etcétera. No pretendemos que los caminos peatonales de las urbanizaciones estén contenidos en el plan nacional. 


Lo mismo podríamos decir de las redes de comunicaciones, de las redes de distribución de energía, de distribución de agua 
potable y de saneamiento -¡vaya materias!- y, por supuesto, las áreas naturales protegidas. 


Esto es más o menos lo que hacen países como Holanda, Dinamarca o Finlandia, en donde además la disciplina se ha 
desarrollado mucho, llegándose a lograr cosas muy interesantes. 


Entonces, me parece que por ahí debería estar lo que es el contenido de la propuesta que tiene que hacer en materia de 
planificación el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


No puedo dejar de atar esto con las competencias, como bien decía la arquitecta Crespi, porque si bien el Poder Ejecutivo tiene 
competencia nacional -cuando hablo de este tema me estoy refiriendo a nivel nacional- también tiene que estar involucrado en lo 
supranacional, que es algo que me parece muy importante. Ahí también va a participar el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
porque las relaciones del país fuera de frontera giran en torno a su égida. Creo que no hay que ponerlo en la ley a ese nivel de 
detalle, porque es algo obvio, nuestro marco legal ya la está estableciendo. Lo cito con el único objeto de recordar el tema. 


Insisto en que los grandes esquemas estructurales nacionales van a tener conexión con las supranacionales. 


Por otra parte, quiero resaltar que los grandes esquemas nacionales son fundamentales para que luego los departamentos 
desarrollen sus planes, y también que, en función de las urgencias de cada lugar, lo que han estado haciendo hasta ahora y lo que 
hagan en el futuro los departamentos mientras se desarrolle este programa, plan o directriz nacional -como se quiera llamar- tendrá 
que ser un dato de la realidad para cuando el Poder Ejecutivo se ponga a trabajar en el tema. 


Ese es el planteo que quería hacer; luego se podrá discutir si los antecedentes o la primera parte del plan no son anexos, pero me 
parece que lo más importante es tratar de ponernos de acuerdo sobre el contenido del plan nacional, de las directrices, del 
programa, o como se llame. 


SEÑOR ACUÑA.- Creo que de alguna manera estamos concluyendo a nivel general acerca del cómo, de los instrumentos y que 
estamos cerrando el paquete de temas que nos habíamos propuesto tratar en un principio. Por uno u otro camino, estamos 
cerrando un poco los distintos temas en el orden conceptual y también en el orden de la materia. 


No queremos retirarnos -tal como lo había anunciado, lamentablemente me tengo que retirar a las 17 y 30 horas- sin decir que el 
tratamiento a nivel general de estas cuestiones no significa, desde nuestra perspectiva, que no aportemos propuestas concretas 
sobre el articulado. Desde el punto de vista de la Comisión, de lo que pensamos, no puede haber ningún tipo de equívocos. Eso es 
tan así que ya hicimos propuestas concretas de articulado. 


Cuando discutimos como gran tema -pensábamos que era sustancial hacerlo- acerca de qué entendíamos por ordenamiento del 
territorio -y después, a nivel de acuerdo general dijimos que quizá era más conveniente llamarlo ordenación del territorio- nosotros 
hicimos una propuesta concreta de definición acerca del concepto que tenemos, a los efectos de la ley, de ordenación del territorio. 
Aclaramos que era importante decir "a los efectos de la ley". ¿Por qué era importante incorporar esta manera de definir la 
ordenación del territorio? En su momento dijimos que desde el punto de vista académico pueden haber otras definiciones pero que, 
a los efectos de la ley, debía entenderse por ordenación del territorio lo que en algún momento elevamos a la mesa del grupo. 


De esa misma manera, y sobre las Disposiciones Generales que aparecen al principio de la propuesta del Poder Ejecutivo, hay 
propuestas concretas del Instituto. Entonces, pido por favor que se entienda cuál es nuestra postura: para hacer propuestas 
concretas es útil que sepamos de qué estamos hablando. Ese era un poco el sentido de la primera propuesta que hizo el Instituto 
como metodología de trabajo. 


Por otra parte, de ninguna manera debería entenderse que nuestra posición excluye el tratamiento concreto de la iniciativa del 
Poder Ejecutivo. No es así; es un referente importante. 


Lo que queremos decir, entonces, es que seguiremos aportando propuestas concretas, y creo que a esta altura estamos en 
mejores condiciones -inclusive, como grupo y como partes- de hacerlas de manera mucho más fundamentada. 


En lo que respecta a los instrumentos, parece ser oportuno concluir que hay dos grandes grupos: los instrumentos de política y 
ordenación territorial y los instrumentos de gestión. Dentro de los primeros, al parecer hay un acuerdo entre nosotros en el sentido 
de entender que debe haber un plan o programa -o como se le llame- nacional de ordenación de territorio, y luego los planes 
departamentales. Después se planteó la discusión en torno a la denominación de algo que también entendemos debe existir: los 
planes llamados interdepartamentales o los referidos a los ámbitos regionales, con la complejidad que ello significa en cuanto a qué 
se entendía por región. 


Concluir sobre esto, nos hace bien, además, para volver a discutir lo relativo a las competencias; después, vendrán propuestas 
concretas sobre estos asuntos. 


La propuesta concreta que quiero hacer es terminar de discutir los instrumentos en lo que hace a la gestión y a otras disposiciones 
generales que están vinculadas a estos aspectos, porque en lo que tiene que ver con las políticas de ordenación territorial ya casi 
hemos agotado el tema. Luego, volveríamos a analizar una última revisión sobre las competencias en los aspectos más generales. 
Entonces, estaríamos así en condiciones de seguir aportando propuestas concretas, ya sea como capítulo, tal como lo presentaron 
algunos integrantes de este grupo, que plantearon una iniciativa concreta alternativa de todo el proyecto de ley que ha enviado el 
Poder Ejecutivo. En este sentido, es bueno que sigamos presentando por escrito nuestras posiciones con respecto a cada tema, en 
términos generales, conceptuales y también en cuanto al articulado en particular. Para ello, en lo que respecta a los instrumentos y 
a las competencias, es preciso que terminemos de revisar a nivel general los instrumentos de gestión, para luego discutir 
nuevamente lo que hace a los aspectos más conceptuales en el orden de las competencias. De esa forma, estaríamos en mejores 
condiciones, por lo menos, nosotros, de hacer propuestas en cuanto al articulado específico, así como lo hicimos con el concepto y 
con la materia de ordenación del territorio. 


En la próxima reunión incorporaremos nuestra posición, tal como lo solicitó el grupo, en un disquete, en un medio magnético, ya 
que hasta ahora lo habíamos hecho sólo por escrito. Allí incluiríamos el concepto de ordenación del territorio y de la materia. 


SEÑOR BERRUTTI.- Para que conste en la versión taquigráfica y no queden dudas al respecto, quiero aclarar que ningún asesor 
presente se negó a estudiar el articulado ni tampoco en general los temas; sólo se siguió un proceso para establecer un orden de 
trabajo prioritario, con un sentido definido. Además, como verán, ya está estructurado -por parte de esta secretaría- el comienzo de 
un comparativo en el que todos los integrantes, de alguna manera, estipularon algún artículo con rigidez legal o conceptual y 
además se discuten los temas en forma general. Simplemente fue una cuestión de metodología y nada más. 


SEÑOR GILMET.- En el análisis de los artículos 12 a 16 se ha planteado alguna duda en cuanto a su contenido. Compartimos las 
inquietudes que se han expresado con respecto a este proyecto de ley y señalamos que los contenidos que aparecen en el artículo 
14 son muy similares a los que figuran en el artículo 19 del Plan Departamental. Es más; se puede decir que se trata, 
prácticamente, del mismo texto. Está reiterado. Por lo tanto, creo que las dudas planteadas demuestran que se requiere de una 
mayor precisión. Sin duda, si aparecen con el mismo texto, lo requieren. 


Hoy podríamos avanzar en cuanto a los contenidos de las diferentes figuras de planeamiento, puesto que de eso se trata. Tenemos 
que plantear dos grandes rubros. Por un lado, nos parece que es insoslayable el conocimiento de la realidad, sea cual sea la figura 
de planeamiento que se aborde. En ese sentido, el proyecto de ley plantea análisis, diagnóstico y prospectiva exclusivamente para 
las dos primeras figuras, para el programa y el plan departamental, pero no para las restantes. Al respecto, tengo dudas, puesto 
que me parece que el análisis, diagnóstico y prospectiva debe aparecer siempre en forma explícita. El segundo rubro, es el de la 
propuesta. Esta, a su vez -en este sentido, coincidimos con el Mensaje y el proyecto de ley- se plantea en dos planos: el del 
ordenamiento y el de la gestión. Esto no quiere decir que no seamos muy cautelosos en cuanto a cuál debe ser el 
dimensionamiento en el desarrollo del análisis, diagnóstico y prospectiva y también en lo relativo al equilibrio entre el desarrollo del 
análisis y el de la propuesta. Se ha hecho una crítica, que compartimos, al sobredimensionamiento de la etapa de análisis con 
respecto a la propuesta. De todas formas, me parece que el análisis, diagnóstico y prospectiva deben aparecer, la ley debe 
exigirlos, más allá de dónde figuren. Es necesario que una propuesta tenga como fundamento un estudio de la realidad. Por lo 
tanto, aventuraría plantear hoy que todas las figuras de planeamiento deben incluir un capítulo de análisis, diagnóstico y 
prospectiva. Me parece curioso y quizás contradictorio que este proyecto de ley sólo los incluya en dos figuras. 


Otro aspecto que también ha sido analizado, en cuanto a los artículos 12 a 16, y que tiene que ver con las competencias - 
obviamente, cuando profundizamos el análisis los grandes temas comienzan a mezclarse- está relacionado a quién elaborará el 
proyecto llamado Programa General de Ordenamiento y Desarrollo Territorial, cuyo nombre hoy también ha sido cuestionado. 


La propuesta establece que el Poder Ejecutivo "elaborará", o sea que no se refiere al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Además, tampoco vamos a ser inocentes, porque dentro de la estructura del Poder Ejecutivo hay una 
especificidad, un Ministerio con una responsabilidad muy concreta; sin embargo, habla del Poder Ejecutivo. Entonces, ya sea a 
través de la ley -y en ese caso será una sugerencia de modificación del texto de la ley- o de una reglamentación, se verá cómo se 
instrumenta esa elaboración por parte del Poder Ejecutivo, y lo mismo puede decirse en cuanto a la responsabilidad de 
coordinación, porque obviamente allí no están solamente los diferentes Ministerios, sino también otros organismos del Estado que 
claramente tienen relación con la materia de ordenación del territorio. En este caso, habrá que ver cómo se coordinará: si va a ser 
una tarea del Ministerio o de algún otro órgano integrante del Poder Ejecutivo que será responsable. 


Nosotros estamos abiertos a cualquier sugerencia, pero el texto es compartible. Es claro que el ámbito nacional es competencia del 
Poder Ejecutivo; esto es innegable. Por tanto, la redacción del artículo 12, que establece que el Poder Ejecutivo elaborará, en 
términos generales es compartible aunque, al mismo tiempo, también lo es el hecho de que puede ser demasiado general y amplio, 
por lo que se hace necesaria una precisión mayor. En una palabra, habría que saber exactamente cómo el Poder Ejecutivo 
"elaborará". Se trata de un tema de procedimiento que también estamos dispuestos a discutir, es decir, si debe aparecer en el texto 
de la ley o si pertenece a una materia de la reglamentación de la ley. 


Reitero que estamos abiertos a las sugerencias y propuestas que se quieran hacer. 


SEÑOR SIENRA.- Antes de hacer algún comentario, quería señalar que cuando hice el comentario sobre este capítulo, traté de 
centrarme en el contenido y olvidé mencionar que me parece absolutamente fundamental que este programa, plan, directriz o como 
se le quiera llamar -posteriormente nos pondremos de acuerdo en el nombre- sea aprobado por ley. No puede ser, e incluso es 
contradictorio con el propio texto de la ley que dure siete años o hasta que sea modificado, cuando se puede modificar 
directamente con un decreto del Poder Ejecutivo. Si es así, lo podemos modificar en forma prácticamente permanente, 
adecuándolo a cualquier cosa, lo que es malo porque hay enormes intereses, inversiones y directivas políticas que están 
vinculados al equipamiento y uso del territorio y que no pueden permanecer en el aire, sin tener una cierta seguridad jurídica y 
permanencia en el tiempo. Acá no dice de qué forma se aprueba esto, y seguramente esto se hará por decreto del Poder Ejecutivo 
lo que, a mi entender, es absolutamente incompatible. Además, si observamos la legislación comparada, vemos que justamente los 
países más serios solamente atacan a nivel nacional los temas básicos y generales y los aprueban por ley. Luego, cuando 
corresponde modificarlos, lo hacen también por ley. 


Por otro lado, estamos hablando de ordenamiento territorial y no estamos hablando de un plan general de desarrollo para el país. 
SEÑORA CRESP!.- Es una política. 
SEÑOR SIENRA.- No lo sé; preguntémoslo a quien lo puso ahí. 


De todos modos, creo que cuando hablamos de ordenamiento territorial nos vamos a referir a cómo se va a usar, a lo que vamos a 
hacer y a las modificaciones que a través de infraestructuras, ciudades o lo que sea, vamos a realizar en él. Esto es ordenamiento 
territorial. Hay otros planes, por ejemplo, estratégicos, de desarrollo económico, industrial, ganadero o forestal, etcétera, que son de 
otro tipo y que pueden existir explícita o implícitamente, pero no son de la materia que estamos tratando acá o que debe abordar la 
ley. Digo esto porque si vamos a hablar de ordenamiento del territorio, tenemos que concentrarnos en eso. 


Por otro lado, el tema de confundir el ordenamiento del territorio con el desarrollo -en la mayor extensión posible de la palabra- es 
algo que ha ocurrido en todas partes del mundo. Recuerdo a grandes pensadores de principios del Siglo XX, como Le Corbusier, 
que consideraban que con un plan de ordenamiento territorial y un plan urbanístico resolvían el mundo y toda la gente era buena, 
joven, rica, feliz y todo lo demás. Pero no es así. Acá tenemos que concentrar lo que el mundo desarrollado está haciendo y decidir 
cómo vamos a usar y equipar el territorio para hacer un uso adecuado a la conveniencia de las personas que vivimos en él. 


En consecuencia, aquí es donde surgen también nuestras discrepancias en el sentido de que este aspecto no puede ser de 
propuestas del plan, sino que el punto 2 del documento a lo que refiere es a la información que el Poder Ejecutivo, a través de otras 
dependencias y de otros instrumentos, va a elaborar, si así lo desea. Además, faltan otros aspectos que ya he mencionado, por 


ejemplo, salud, energía, etcétera, que no están aquí y que también tienen que ser tenidos en cuenta. Este punto me lleva a otro 
tema. 


Cuando hablamos de información, creo que todos los técnicos, en cada disciplina, saben cuáles son los datos y la tecnología que 
deben usar, y no hay que reflejarlos en un texto legal, que es mucho más rígido porque, además, estas cosas van cambiando con 
el transcurso del tiempo. En lo personal pienso, por ejemplo, que hoy en día esto exige la utilización de sistemas de información 
geográfica. Si lo hubiéramos hecho hace 10 años, ni siquiera hubiéramos hablado de estos sistemas. La ley no tiene que entrar en 
esos detalles, como por ejemplo, de dónde sale una información, sino que tiene que ser general; es un problema de 
responsabilidad y competencia de las personas que van a ejecutar los planes, hacerlo bien. Por supuesto que también es un 
problema de responsabilidad política -y, en el fondo, un reflejo de lo que la sociedad piensa- el exigir que estas cosas se hagan 
bien. No vale de nada incluir esto en la ley si no tenemos claro si los técnicos lo van a usar y lo van a hacer bien, si no sabemos si 
los políticos lo van a aceptar y si a la sociedad le importa o no. Si a esta última no le interesa, por más que esté en la ley, esto no se 
va usar. 


En consecuencia, creo que representaría un paso adelante -esto es lo que propongo- el que pudiéramos realmente avanzar en los 
contenidos desde el punto de vista del ordenamiento del territorio y, luego, ver cómo se establece la información que debe existir. 


Personalmente, creo que la metodología de trabajo es un elemento indispensable para entender cualquier información que da 
como resultado un plan. Asimismo, pienso que los fundamentos teóricos que dan origen a la propuesta son importantes, pero acá 
detallamos una serie de cosas, hasta cronogramas de obras, y no se incluyen esos dos aspectos que son cruciales, para el que lo 
vaya a estudiar, para comprender cualquier documentación que acompañe a un plan. 


Creo que hay campo para hablar sobre los elementos que debe tener un plan, pero concretamente propongo detallar lo que 
entendemos como conveniente que una propuesta nacional de ordenamiento territorial -llámesele como se quiera; después 
encontraremos la denominación apropiada- debe contener. Si fuera posible me gustaría concentrar ahí la idea. 


SEÑOR BERRUTTI.- La secretaría desea hacer una aclaración de orden legislativo. 


Respecto a la preocupación que plantea Sienra sobre la temática de la modificación permanente que aparece sugerida en el 
articulado o la que se pueda suscitar en el tiempo, la forma de acotarla para que el instrumento del decreto no desvíe la proposición 
definitiva a la que se llegue oportunamente, por parte de ustedes los asesores, está radicada en la exposición de motivos. Por esa 
razón en el trabajo que entregó la Secretaría aparece el artículo y debajo la exposición de motivos. Así se completan todos los 
conceptos conexos con el artículo en cuestión. 


Si nadie más desea hacer uso de la palabra, se levanta la reunión. 


(Es la hora 18 y 07 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


